
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:


Sentencia  – 07 de julio de 2017 – Concede – Hecho superado

Proceso: 



Tutela – 

Radicación Nro. :
  

66001-22-13-000-2017-00626-00  
Accionante:


Javier Elías Arias Idárraga.

Accionado:


Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público, la Defensoría del Pueblo Risaralda y el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda.
Magistrado Sustanciador:  

Jaime Alberto Saraza Naranjo

Temas: 



TUTELA – CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL - DEBIDO PROCESO – CARENCIA ACTUAL DE OBJETO – HECHO SUPERADO - “Más allá del análisis que podría efectuarse sobre la actuación del juzgado, en procura de establecer si se cumplen los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela, y si superados ellos, se configura alguno de los especiales, con la prueba recolectada, según dan cuenta los folios 30 v. y 31, el asunto no exige mayores disertaciones, toda vez que el actor protesta por el rechazo de la acción popular, mediante una providencia equivocada, respecto de la cual el mismo despacho, luego de promovido este libelo, y reconocido el error cometido en relación con quien debía ser el sujeto pasivo, efectuó un nuevo pronunciamiento en el que dejó sin efectos aquella resolución y procedió, a su vez, a admitirla.

Esto significa que el fundamento para la promoción de esta queja, se ha superado al decaer el proveído reprochado y la situación ha pasado, entonces, a un plano diferente que es la carencia actual de objeto, ya que se alcanzó el objetivo que aquí se perseguía, que era el de que se corrigiera una decisión que no se acompasaba con la realidad que exteriorizaba la acción popular respectiva.
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Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, julio siete de dos mil diecisiete
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Acta No. 346 de julio 7 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público, la Defensoría del Pueblo Risaralda y el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, en la que aduce la violación a “mis garantías procesales, art. 13, 83 CN”, y solicitó, se ordenara vigilancia judicial y administrativa a ese despacho, pues el formato tipo que tiene para ese evento no lo acepta el Consejo Seccional de la Judicatura, pese que se lo brindó la misma Rama Judicial; que como el Juzgado solo dilata y entorpece su acción popular, y de negarse la vigilancia judicial, desiste de dicha demanda ante la renuencia del tutelado; que se aporten copias de esta acción iniciada al libelo popular para no presentar igual acción.
Expuso que ante el despacho judicial accionado quedó radicada la acción popular 2017-00096-00, en la que dicho Juzgado ha entorpecido el trámite; primero exigió requisitos inexistentes y la CSJ le revocó; ahora, profiere nuevamente un auto donde copia y pega sin reparo alguno y decide, según su sano criterio, enviarla ante la jurisdicción administrativa desconociendo todo tipo de normas.

Se dispuso darle el trámite frente al juzgado con la vinculación del agente del Ministerio Público, de la Defensoría del Pueblo Risaralda y el Consejo Seccional de la Judicatura.
La Procuradora Regional, señaló que su intervención se limita a la protección de los derechos e intereses colectivos. 
El Consejo Seccional, indicó que el actor no ha presentado vigilancia administrativa respecto de la acción popular referida en la demanda. 
El despacho judicial remitió copias de lo solicitado e informó que luego de que la Corte Suprema de Justicia dispuso dejar sin efecto el auto que la había inadmitido y se procediera con el trámite de rigor, el 16 de junio  de 2017 se ordenó remitirla a los Jueces Administrativos de Arauca, pero con auto del 21 de junio de 2017 se profirió una nueva providencia que dejó sin  efectos la anterior y se asumió finalmente el conocimiento del asunto

 



CONSIDERACIONES

La acción de tutela fue concebida como un mecanismo ágil y expedito, que le permite a toda persona reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que ellos resulten violados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



Se acude en esta oportunidad en procura de la protección constitucional elevada por el accionante como consecuencia de estimar resquebrajadas sus garantías procesales ante la decisión del despacho de rechazar la demanda popular radicada con el número 2017-00096-00, para que la jurisdicción contencioso administrativa asumiera su conocimiento, lo que constituye descuido e incuria, pues, como lo dejan ver ahora los anexos allegados, la entidad demandada no correspondía a la entidad pública que el Juzgado en forma errada había señalado como sujeto pasivo. 

  



Más allá del análisis que podría efectuarse sobre la actuación del juzgado, en procura de establecer si se cumplen los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela, y si superados ellos, se configura alguno de los especiales, con la prueba recolectada, según dan cuenta los folios 30 v. y 31, el asunto no exige mayores disertaciones, toda vez que el actor protesta por el rechazo de la acción popular, mediante una providencia equivocada, respecto de la cual el mismo despacho, luego de promovido este libelo, y reconocido el error cometido en relación con quien debía ser el sujeto pasivo, efectuó un nuevo pronunciamiento en el que dejó sin efectos aquella resolución y procedió, a su vez, a admitirla.
  


 
Esto significa que el fundamento para la promoción de esta queja, se ha superado al decaer el proveído reprochado y la situación ha pasado, entonces, a un plano diferente que es la carencia actual de objeto, ya que se alcanzó el objetivo que aquí se perseguía, que era el de que se corrigiera una decisión que no se acompasaba con la realidad que exteriorizaba la acción popular respectiva. Es que: 
“…cuando la situación de hecho que causa la supuesta amenaza o vulneración del derecho alegado desaparece o se encuentra superada, la acción de tutela pierde toda razón de ser como mecanismo más apropiado y expedito de protección judicial, por cuanto a que la decisión que pudiese adoptar el juez respecto del caso concreto resultaría a todas luces inocua, y por consiguiente contraria al objetivo constitucionalmente previsto para esta acción.”
…”

 



Se absolverá a los demás citados, incluido el Consejo Seccional de la Judicatura, por cuanto se inadvierten acciones u omisiones de su parte, que pudieran haber trasgredido los derechos invocados. 
  



Por infundada se negará la solicitud de que se remitan copias de esta demanda a la acción popular.
DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO, por hecho superado en esta acción de tutela iniciada por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito  de La Virginia.

Se absuelve a los demás intervinientes. 

Por infundada se niega la solicitud de remisión de copias.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                         DUBERNEY GRISALES HERRERA


  





� Sentencia T- 308 de 2003.


� Sentencia T-013 de 2017
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